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La armonización de los instrumentos de protección social es esencial a la conformación de un Sistema, 
requiriendo sus recursos una ordenación sistemática en estratos y la debida coordinación interadministrativa 
e interinstitucional, en cuya ordenación y canalización los servicios sociales comunitarios deben tener 
reservado un papel esencial.

La protección social, como Sistema, debe ser accesible y ágil y dotarse de simplicidad y coordinación en 
la gestión.

Las ayudas y prestaciones de seguridad y soporte social no pueden estar sujetas a requisitos abigarrados 
ni carecer de un apoyo administrativo fuerte para facilitar su comprensión y ejercicio.

Tampoco las ayudas económicas familiares o de urgencia social en el ámbito de las entidades locales, 
pueden estar supeditadas al cumplimiento de requisitos prolijos y a la aportación de documentación 
acreditativa que contraría el carácter perentorio de necesidades las más de las veces sobrevenidas o 
cronificadas.

En todo caso, el acceso a unos u otros derechos, prestaciones o ayudas, debe ser orientado y coordinado 
de forma unitaria y unificada desde una sola Administración, conforme a un enfoque de intervención y 
aprovechamiento plural de todos los recursos aplicables a la persona peticionaria conforme a su situación 
y circunstancias.

Resta únicamente mencionar la normativa de desarrollo de la Ley 9/2017 de Servicios Sociales de Andalucía 
producida a lo largo del año 2021, con el retomado proyecto de Decreto para la aprobación del Catálogo 
de Prestaciones del Sistema Público de Servicios Sociales de Andalucía: BOJA número 101 de 28 de mayo 
de 2021, el proyecto del «Plan Estratégico de Servicios Sociales de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
(2021-2025)»: BOJA número 245 de 23 de diciembre de 20221 el proyecto del I Plan de Investigación 
e Innovación en Servicios Sociales de Andalucía: BOJA número 184 de 23 de septiembre de 2021, y el 
Proyecto de Orden por la que se modifica el Anexo II de la Orden de 5 de abril de 2019, por la que se regula 
y aprueba el mapa de servicios sociales de Andalucía: BOJA número 192 de 5 de octubre de 2021.

Entre los Planes Estratégicos puestos en marcha, el de la I Estrategia de Atención a las Personas sin hogar 
en Andalucía: BOJA número 30 de 15 de febrero de 2021 y el I Plan Estratégico Integral de Voluntariado 
y Participación Ciudadana en Andalucía: BOJA número 34 de 19 de febrero de 2021.

1.3.2.4. Rentas de garantía de ingresos
Resulta paradójico que prestaciones de garantía de ingresos como la Renta Mínima de Inserción Social en 

Andalucía y el posterior Ingreso Mínimo Vital estatal, estén tan distanciados en la práctica de ser fieles a 
su naturaleza de derechos subjetivos y del objetivo que, tanto una como otro, declaran perseguir.

Pero si las complejidades de la Renta Mínima andaluza han venido siendo un lastre irresoluto desde la 
misma entrada en vigor del Decreto-ley 3/2017, en enero de 2018, no es menor el pozo en que se ha 
sumergido el Ingreso Mínimo Vital, a pesar de su intento de aliviar carga burocrática en su gestión, con 
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medidas como la de referenciar al ejercicio fiscal del año anterior a la solicitud, la capacidad económica de 
las personas solicitantes y de los miembros de su unidad familiar o de convivencia que, como es entendible, 
aunque presenta la seguridad y facilidad de ofrecer datos estancos y fijos, no siempre refleja la verdadera 
realidad y necesidad de los peticionarios al tiempo en que deciden ejercer el derecho.

Esta decisión del Real Decreto-ley 20/2020 ha sido mantenida en la vigente Ley 19/2021, de 20 de 
diciembre, por la que se establece el Ingreso Mínimo Vital.

La Renta Mínima andaluza, por su parte, acuciada por sus defectos propios (complejidad de procedimiento 
y configuración) y ajenos (cohabitación con el IMV), ha transitado en 2021 por un camino ya consabido de 
demoras, agravadas a su vez por las medidas extraordinarias y provisionales que hubo de adoptar en 2020 
(Decretos-ley 6/2020, de 30 de marzo y 10/2020, de 29 de abril), cuya revisión postrera de expedientes 
generó más carga administrativa.

Y de esta forma, una nueva necesidad de corrección legal hubo de venir de la mano del Decreto-ley 
22/2021, de 13 de octubre, por el que se modifica el Decreto-ley 6/2020, de 30 de marzo, por el que 
se establecen medidas administrativas extraordinarias y urgentes en el ámbito social y económico como 
consecuencia de la situación ocasionada por el coronavirus (COVID-19), y el Decreto-ley 10/2020, de 
29 de abril, por el que se establecen medidas extraordinarias y urgentes de flexibilización administrativa 
en materia de ayudas en el ámbito del empleo y medidas complementarias con incidencia en el ámbito 
económico, local y social como consecuencia de la situación ocasionada por el coronavirus (COVID-19).

Decreto-ley 22/2021 que ha simplificado los requisitos y documentos acreditativos exigibles en los 
expedientes de renta mínima: BOJA número 200 de 18 de octubre de 2021; a su vez completado por 
la Resolución de 18 de mayo de 2021, de la Intervención General de la Junta de Andalucía, por la que 
se da publicidad a la Resolución 6/2021, de 6 de mayo, sobre el Control Financiero Permanente y la 
Contabilización de la Renta Mínima de Inserción Social en Andalucía, que buscaba eliminar trabas 
burocráticas considerando el incremento de la población demandante de este recurso debido a las causas 
excepcionales, como las anteriormente citadas, y modificando el desarrollo del procedimiento de control 
para hacerlo más eficiente; y, finalmente, la Instrucción de 12 de abril de 2021 acerca del orden resolución 
de los expedientes de medidas extraordinarias.

Asimismo, se ha contado con otro tipo de medidas de índole organizativa y de optimización de los recursos 
disponibles, encaminadas a complementar las medidas jurídicas que se han apuntado anteriormente. En 
concreto, un Plan de Choque con refuerzo de personal para la tramitación de la Renta Mínima de Inserción 
en Andalucía, dotado con 1,5 millones de euros para la contratación de 80 personas destinadas en las 
Delegaciones Territoriales, y en los Servicios Centrales de la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y 
Conciliación para la gestión de los citados expedientes de Renta Mínima.

No obstante ello, y reconociendo el alivio que estas medidas han supuesto en la gestión, no se puede 
obviar la atención coyuntural y carente de proyección que se viene adoptando para la atención de este 
problema estructural, puesto que se trata del segundo plan de refuerzo de personal que pone en marcha 
la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación en relación con la Renta Mínima de Inserción 
Social, tras el que se llevó a cabo en 2020 por importe de 7,7 millones de euros para la contratación de 
422 profesionales con destino a los servicios sociales comunitarios, al objeto de agilizar la gestión de esta 
prestación en los ayuntamientos y diputaciones andaluzas.

En un análisis global en cuanto al balance de la gestión realizada en este último año para la tramitación 
de la Renta Mínima, podemos señalar la estabilidad en cuanto al fondo del asunto de las quejas que 
tramitamos, mayoritariamente relativas a la demora en la resolución de los procedimientos, siendo 
significativo el descenso del número de quejas presentadas por la ciudadanía en el año 2020, frente a la de 
años precedentes, que obedecería las medidas de gestión anteriormente reconocidas.

Desde la obligación de dación de cuenta que compete a esta Institución, hemos de reconocer que en 2021 
ha descendido de forma muy notable (casi en dos terceras partes), el volumen de quejas alusivas a la Renta 
Mínima andaluza registrado en años precedentes y que alcanzó su culmen en 2020.
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Este fenómeno parece obedecer a diversos factores: la dispersión de solicitantes entre la Renta 
andaluza y el Mínimo Vital estatal; el apaciguamiento momentáneo de aquellas personas que obtuvieron 
resolución provisional de reconocimiento o prórroga automática, en virtud de los dos Decretos de medidas 
extraordinarias de 2020; y, de una forma más palpable, la simplificación de requisitos y de acreditación 
documental materializada por el Decreto-ley 22/2021.

En particular, ha sido a partir de esta última reforma cuando esta Institución ha observado un cambio 
apreciable, por lo que aunque no podemos obviar que las medidas aludidas han permitido una enmienda 
temporal para una gestión de expedientes congestionados ante el volumen de personas que han demandado 
la atención urgente de la Administración por sus necesidades más elementales, y tras un grave escenario 
derivado de la crisis de salud pública, tampoco debe ocultarse la pervivencia de los defectos propios que 
ya presentaba la Renta Mínima de Inserción Social en Andalucía y de los que esta Institución viene alertando 
durante estos últimos años, que a la postre perpetúan situaciones de desigualdad en la medida que agravan 
la pérdida de oportunidades para personas que viven in extremis en nuestra sociedad.

Con ello, hemos asistido a un profuso volumen de producción normativa que escapa a la comprensión y 
seguimiento de las personas demandantes, que en muchas de las ocasiones se han dirigido a esta Institución 
para disipar sus dudas en torno a su situación concreta.

Las personas que demandan la Renta Mínima andaluza o el Ingreso Mínimo vital, se enfrentan igualmente 
a un procedimiento complejo, sin que los poderes públicos puedan olvidar que es un procedimiento 
destinado a personas con dificultades económicas y materiales severas, y en multitud de casos carentes 
de conocimientos técnicos, que hacen imposible su tramitación electrónica, dando cabida a situaciones 
que no tienen ningún tipo de justificación social.

Los expedientes de Renta Mínima originan, además, una ingente tarea de gestión, que el personal 
responsable de su tramitación administrativa ha venido sufriendo, agudizado por las medidas extraordinarias 
aprobadas, así como por los problemas de concurrencias sobrevenidos tras la vigencia del Ingreso Mínimo 
Vital, debido a la obligatoriedad de petición prioritaria de este último para poder acceder a la Rentas 
Mínimas autonómicas.

Desde el punto de vista de la distribución territorial del problema, las provincias de Málaga, Sevilla y Cádiz 
siguen encabezando las disfunciones, seguidas a mayor distancia por las de Granada y Jaén, con menor 
presencia de las de Huelva y Almería.

Muchos de los expedientes tramitados por esta Institución a lo largo de 2021, han concluido con el dictado 
de Resolución instando la observancia de las normas legales de aplicación

En el plano más corto de la casuística de situaciones individuales que, sin embargo, admiten generalización, 
merecen ser destacadas aquellas que ilustran el laberinto burocrático en el que se encuentra la ciudadanía 
y los consabidos retrasos en la tramitación del expediente, y muestra cómo las realidades normativas 
coexisten, sin dar una respuesta ágil a las necesidades que presentan las personas en situación de acceder 
a este derecho económico.

Citaremos por ello la angustiosa situación que nos trasladaba un hombre que no percibía ningún tipo de 
ingreso desde febrero de 2020, tras extinguir la Renta Mínima de Inserción (RAI), que llegado junio de 2021 
no había obtenido resolución de la Delegación Territorial de Cádiz, a su solicitud de Renta Mínima de mayo 
de 2020 (queja 21/3934).

En el transcurso de la investigación el interesado comunicó a esta Institución la estimación del Ingreso 
Mínimo Vital por un importe de 93,06 euros al mes, depositando sus esperanzas de acceder en el posible 
complemento de esta exigua suma a través de la Renta Mínima solicitada.

De este modo, los hechos expuestos y contrastados, motivaron una Resolución dirigida a la Delegación 
Territorial de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación en Cádiz, estimándose el derecho del afectado el 
3 de diciembre de 2021.
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Igualmente, nos parece reseñable el caso sustanciado en defensa de los derechos de un hombre solicitante 
de la Renta Mínima al borde de cumplir los 65 años de edad, carente de ingresos al no ostentar derecho a la 
pensión de jubilación contributiva (queja 18/7055) y que al percatarse de la probabilidad de su denegación 
por razones de edad, (las personas titulares de la citada prestación han de tener una edad comprendida 
entre 25 y 64 años), había optado por que fuera su mujer quien formalizara una nueva solicitud.

Inexplicablemente, esta última petición había sido acumulada a la inicial del interesado, dictándose a 
continuación resolución desestimatoria de esta y ocasionándole un perjuicio.

La Resolución emitida propició la oportunidad de reflexionar sobre aspectos procedimentales, tales como 
el dictado extemporáneo de la resolución del procedimiento, el defecto de notificación de la misma en el 
plazo establecido por la Ley 39/2015, que regula el procedimiento administrativo común, y una inadecuada 
práctica administrativa en el acuerdo de acumulación, ya que de conformidad con la Ley reguladora de la 
Renta Mínima de Inserción Social de Andalucía, procedía, en puridad, la inadmisión de la segunda solicitud 
y no la acumulación dictada, que dejaba expedita la posibilidad del ejercicio del derecho al recurso a la 
parte interesada.

Incluso advertíamos factibles consideraciones que podrían haber sido apreciadas en el ejercicio de la 
potestad administrativa, como hubiera sido el cambio de titularidad de la solicitud, en aplicación de los 
criterios señalados en la Instrucción de la Secretaría General de Servicios Sociales de fecha 10 de octubre 
de 2018, sobre la aplicación del Decreto Ley 3/2017, de 19 de diciembre, por el que se regula la Renta 
Mínima de Inserción social en Andalucía, que no se consideró ni aplicó.

Como respuesta a la resolución, nos justificaba la Administración que la acumulación se producía de forma 
automática por el Sistema Integrado de Servicios Sociales (SISS) y que se procedería a la revocación de la 
acumulación para estudiar el caso de la interesada, sin entrar a valorar la oportunidad de revisión de la 
Instrucción recomendada.

Nos preguntamos llegados a este punto cuál es el futuro más inmediato de reconfiguración o reconversión 
de la Renta Mínima, una vez publicada la Ley 19/2021, de 20 de diciembre, por la que se establece el 
Ingreso Mínimo Vital.

La Renta andaluza ha transitado junto al Ingreso Mínimo Vital de forma necesaria y ha beneficiado a 
muchas personas que, inicialmente, no han sido tributarias de la prestación estatal, lo que obliga a un 
análisis sosegado pero no dilatado del colectivo al que se pretende cubrir, máxime teniendo en cuenta la 
situación que cada día se nos revela por la ciudadanía andaluza.

Conocemos la intención manifestada por la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación de 
transmutarla en una nueva prestación, el Ingreso por la Infancia y la Inclusión (IPII), destinado a responder 
a las necesidades de las familias unipersonales o con menores a cargo en exclusión o riesgo de exclusión, 
compatible y complementario del Ingreso Mínimo Vital estatal.

La opción de concebir la Renta Mínima como un instrumento autónomo de protección social en Andalucía, 
con un espacio de intervención propio y complementario del Ingreso Mínimo Vital aparenta ser viable, 
habida cuenta que este último reconoce configurarse “como una prestación suelo” compatible con las 
prestaciones autonómicas de las comunidades autónomas.

Al margen de esta visión amplia, que aventuramos sin perder de vista la potestad decisoria y de 
autoorganización que corresponde a los responsables públicos, ciñéndonos a la voluntad manifestada, 
no contamos con una opinión específica sobre el nuevo Ingreso pretendido, cuyo borrador de proyecto 
desconocemos.

En todo caso, confiamos en que la reconfiguración de este derecho subjetivo se diseñe con un 
procedimiento accesible y con la dotación de recursos humanos y materiales necesarios, que permita 
evitar las consecuencias padecidas por la Renta Mínima de Inserción.
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